




















bién las obligaciones que derivan de la sentencia de fondo del caso Barrios Altos vs. Perú 
y aquellas que derivan de la condición del Perú como Estado parte de la Convención 
Americana de Derechos Humanos.

Asimismo, advierte el Juez, que conforme a lo señalado por el Tribunal Constitucional en 
en su sentencia Exp. N° 0027-2010-PI/TC, existen ciertos actos delictivos que alcanzan tal 
nivel de violación de la dignidad del ser humano que, en abstracto, la posibilidad de adop-
tar medidas que impidan la efectiva sanción, se encuentra proscrita, por lo tanto, se exclu-
yen la posibilidad de aplicar estas medidas cuando se traten de crímenes de lesa humani-
dad. En ese sentido, el Juez considera que el indulto concedido a Alberto Fujimori senten-
ciado por este tipo de crímenes es incompatible con las obligaciones internaciones que 
vinculan al Estado peruano.

¿CUÁL FUE LA PONDERACIÓN QUE REALIZÓ EL JUEZ ENTRE EL 
DERECHO A LA VIDA E INTEGRIDAD DEL SENTENCIADO 

ALBERTO FUJIMORI Y EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA DE 
LAS VÍCTIMAS DE LOS CASOS BARRIOS ALTOS Y LA CANTUTA?

 PUNTO  SEIS

Al respecto, como bien advierte el Juez, la sanción de pena privativa de la libertad se debe 
ejecutar sin la vulneración de los derechos de los sentenciados. El derecho a la salud de 
los internos de un establecimiento penitenciario, como lo establece el Tribunal Constitucio-
nal en su sentencia Exp.N° 02775-2011-PHC/TC, consiste en la conservación y el restableci-
miento del funcionamiento armónico del organismo en su aspecto físico y psicológico del 
ser humano y guarda una relación directa con el derecho a la vida, a la integridad y a la 
dignidad de la persona humana. 

Las lesiones a la salud de los condenados o perjuicios sufridos mientras se encuentra inter-
nados pueden llegar a constituir una forma de pena cruel, cuando debido a las condiciones 
de encierro exista un deterioro de la integridad física, psíquica y moral, situación prohibida 
en el inciso 2 del artículo 5 de la Convención Americana de Derechos Humanos. En ese 
sentido, este derecho debe ser protegido por el Estado. 

El derecho de acceso a la justicia lo poseen todas las personas y les permite emplear todas 
las herramientas y mecanismo legales existentes a efectos que se les reconozca y protejan 
otros derechos. La Corte IDH ha señalado que para satisfacer efectivamente este derecho, 
es necesario que los Estados parte cumplan con su deber de investigar, juzgar, y en su 
caso, sancionar y reparar las graves violaciones a los derechos humanos y que, para alcan-
zar ese fin, el Estado debe observar el debido proceso, así como, el cumplimiento de la 
sentencia. 
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Por lo tanto, este derecho no se reduce a la creación de mecanismos procesales, sino que, 
también se requiere el deber de implementar mecanismos que garanticen la efectiva ejecu-
ción de las sentencias, sin dar posibilidad a la impunidad. En ese sentido, la Corte IDH en su 
jurisprudencia ha establecido que conceder indultos, gracias presidenciales, amnistías e 
instituciones como la prescripción u otros beneficios podrían constituirse como una forma 
de impunidad; más aún si las condenas impuestas son por crímenes de lesa humanidad.

Entonces, por un lado se tiene el derecho a la salud de una persona privada de la libertad, 
como era el caso del expresidente Alberto Fujimori, quien fue beneficiado con el indulto por 
razones humanitarias; y por otro lado, se tiene el derecho de acceso a la justicia de las vícti-
mas de los casos Barrios Altos y La Cantuta, quienes consideran que el indulto vulnera su 
derecho y genera una situación de impunidad frente a los graves crímenes de lesa humani-
dad cometidos por Fujimori.

Ante ello, el Juez tuvo en cuenta lo señalado por la Corte IDH en la resolución de supervi-
sión de cumplimiento de sentencia del 30 de mayo de 2018, que indica: “Corresponderá a 
las autoridades nacionales analizar si el ordenamiento jurídico peruano prevé otras medidas 
que, sin implicar, un perdón de la pena por el Ejecutivo, permitan proteger la vida e integri-
dad de Alberto Fujimori, condenado por graves violaciones a los derechos humanos”. Esto 
quiere decir, realizar un examen de ponderación entre ambos derechos, conocido como 
test o principio de proporcionalidad. 

Podemos resumir al principio de proporcionalidad como el principio general del derecho 
que legítima la intervención del estado en el ejercicio de los derechos humanos y determina 
la primacía de un derecho sobre otros en un caso específico. Para sostener que la medida 
que limita un derecho fundamental es proporcional y constitucional se deberá superar cada 
uno de los 3 elementos de este test. Estos son: 

1 IDONEIDAD

2

3

Se requiere que la limitación al dere-
cho fundamental tenga un fin consti-
tucionalmente permitido y relevante; 
y, sea capaz de alcanzar este fin.

NECESIDAD

No debe existir otra medida 
igualmente efectiva y adecuada 
para alcanzar ese fin, que supon-
ga una menor restricción al dere-

cho fundamental. PROPORCIONALIDAD

Se exige que el grado de afectación 
al derecho fundamental debe ser, 
por lo menos, equivalente al grado 
de satisfacción del otro.
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En el caso, el Juez al realizar el test de proporcionalidad, respecto del indulto humanitario 
otorgado, concluye:

3° En ese sentido, el otorgamiento del 
indulto humanitario contraviene el 
derecho de acceso a la justicia de las 
víctimas, quienes esperan que las 
condenas impuestas se cumple de 
forma íntegra.

1° El indulto humanitario otorgado al 
expresidente Alberto Fujimori consti-
tuye un medio adecuado y apto para 
salvaguardar la salud, vida e integri-
dad física del interno. Supera el juicio 
de idoneidad.

2° Sin embargo, el indulto no es el 
único medio necesario, dado que 
existen otras medidas alternativas 
igualmente eficaces para mantener 
vigente el respeto al derecho a la 
salud, vida e integridad física del 
interno, mientras cumple su condena 
en un establecimiento penitenciario, y 
es el INPE, quien a través de los me-
canismos y protocolos necesarios 
puede salvaguardar la salud del inter-
no. Esta otra medida no vulnera el 
derecho de acceso a la justicia de las 
víctimas. No supera el juicio de nece-
sidad y por lo tanto, tampoco el test.
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¿QUÉ CONCLUYÓ EL JUEZ FRENTE A LAS IRREGULARIDADES Y 
DEFICIENCIAS ADVERTIDAS ?

 PUNTO  SIETE

Luego de advertir las irregularidades en el trámite del indulto por razones humanitarias a 
Alberto Fujimori, la falta de motivación de la resolución suprema y la vulneración del dere-
cho de acceso a la justicia de las víctimas de los casos Barrios Altos y La Cantuta, sostuvo 
lo siguiente: 

El expresidente de la República, Pedro Pablo Kuczynski, al 
otorgar el indulto, infringió los artículos 1.1 y 2 de la Conven-
ción Americana de Derechos Humanos por inobservar las 
obligaciones generales de respeto, garantía y adecuación. 

El Perú debe de cumplir, a través de todos sus órganos, las 
sentencias de la Corte IDH y las resoluciones supervisión de 
cumplimiento de sentencias, en este caso, respecto a la obli-
gación de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de 
graves violaciones a los derechos humanos.

El indulto no procede en casos de crímenes contra la humani-
dad o lesa humanidad, y concederlo afecta el derecho de 
acceso a la justicia de las víctimas. En este caso, además, se 
ha infringido las garantías de carácter administrativo, consti-
tucional y las disposiciones de la Convención Americana.

El derecho de acceso a la justicia de las víctimas se ve vulne-
rado con el otorgamiento del indulto, contraviniendo el deber 
del estado peruano de investigar, juzgar y sancionar, así 
como verificar y adoptar las medidas suficientes para el cum-
plimiento íntegro de la pena impuesta.
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El otorgamiento indebido de beneficios, en la ejecución de la 
pena, se erige como una forma de impunidad, más al tratarse 
de casos de graves violaciones a los derechos humanos. Por 
lo que, el indulto es incompatible con las obligaciones del 
Estado peruano.

Por lo advertido, se debe mantener vigente la sentencia con-
denatoria y se debe dejar sin efecto la Resolución Suprema 
que otorgo el indulto por razones humanitarias.
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